
REPÚBLICA DE COLOMBIA 

Libertad y Orden 

MINISTERIO DEL TRABAJO 

RESOLUCIÓN No. 

0 0 0 5 6 6 
"Por el cual se declara de manera oficiosa la caducidad de la facultad sancionadora y se 

ordena el archivo de diligencias administrativas" 

El DIRECTOR TERRITORIAL ATLANTICO DEL MINISTERIO DEL TRABAJO 

En uso de sus facultades legales, en especial las otorgadas por el Código de Procedimiento Administrativo y de 
lo Contencioso Administrativo, Resoluciones Ministeriales 404 de 2012 y 2143 de 2014, y 

CONSIDERANDO 

1. En el Departamento de Correspondencia de la Dirección Territorial Atlántico, el señor ORLANDO 
LOPEZ CISNERO, presento queja bajo el radicado número 11EE2017740800100000036 del 28 
de marzo de 2016 en contra de la A.R.L. COLMENA por presunta violación de las normas de 
riesgos laborales. 

2. Mediante auto comisorio número 0164 del 30 de marzo de 2017, emanado de la Directora 
Territorial Atlántico de la época, comisiono al inspector de trabajo y seguridad social AQUILES 
SANCHEZ NOGUERA, para adelantar la averiguación preliminar, la práctica de pruebas 
ordenadas, lo cual deberá hacerse en el término de diez (10) días. 

3. En funcionario instructor requirió a la A.R.L. COLMENA, con los oficios número 00001112 del 04 
de agosto de 2017, 00001629 del 30 de agosto de 2017 y 00004081 del 30 de octubre de 2017. 

4. El día 14 de noviembre de 2017, la ARL COLMENA, presento sus descargos y aportando pruebas 
documentales. 

5. Posteriormente se expide el auto comisorio número 00590 del 16 de marzo de 2020, donde es 
reasignado el expediente a la inspectora de trabajo y seguridad social EMILY JARAMILLO 
MORALES. 

ANALISIS 

A través de los Decretos 4107 y 4108 de 2011, el Gobierno Nacional dispuso la escisión del Ministerio de 
la Protección Social, creando nuevamente el Ministerio del Trabajo, el cual se separa del Ministerio de 
Salud y Protección Social; en dicha escisión el Decreto 4108 de 2011, determinó la estructura orgánica del 
Ministerio del Trabajo señalándose en el numeral 27 del artículo 6, la facultad del Ministro para crear, 
conformar y asignar funciones a los órganos de asesoría y coordinación, así como a los grupos internos de 
trabajo necesarios para el cumplimiento de los objetivos y funciones del Ministerio. 

En virtud del artículo 486 del C.S.T., subrogado por el artículo 41 del Decreto 2351 de 1965 y modificado 
por los artículos 97 de la Ley 50 de 1990 y 20 de la Ley 584 de 2000 que señala: 

"(...) los funcionarios competentes de este Ministerio tendrán el carácter de autoridades de policía 
para la vigilancia y control del cumplimiento de las normas laborales y de seguridad social; así 
mismo, están facultados para imponer las sanciones pertinentes a aquellas personas jurídicas o 
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naturales que realicen actos que impidan o retarden el cumplimiento de la actividad de policía en 
mención (...)". 

El régimen sancionador, se encuentra fundamentado en el artículo 29 de la Constitución Política de 
Colombia, el cual dispone que el debido proceso, se deba aplicar a toda clase de actuaciones judiciales y 
administrativas. Por su parte, el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo establece como principios orientadores del desarrollo de las actuaciones administrativas, los 
de contradicción, moralidad, eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y publicidad. 

Dentro de las garantías constitucionales del debido proceso sancionador, cobran especial importancia las 
normas comunes aplicables a las actuaciones administrativas y los principios de imparcialidad y celeridad, 
que imponen a la administración, el deber de actuar diligentemente y preservar las garantías de quienes 
resultan investigados; es así como la caducidad de la facultad que tienen las autoridades administrativas 
para imponer sanciones, tiene por objeto, fijar un límite en el tiempo para el ejercicio de ciertas acciones, 
en protección de la seguridad jurídica y el interés general. 

El análisis realizado en precedencia se encuentra conforme a la línea jurisprudencial que ha desarrollado 
el Consejo de Estado, en especial su tercera posición que señala: 

"(...) El acto administrativo que refleje la voluntad de la administración respecto 
del procedimiento sancionatorio adelantado, debe ejecutoriarse dentro del 
término de caducidad previsto en el artículo 38 del Código Contencioso 
Administrativo. En los fallos de esta Corporación en los que se ha sustentado 
esta posición, se han dado las siguientes razones jurídicas: 

La obligación del ente sancionador consiste en producir el acto administrativo 
ejecutoriado dentro del lapso establecido por la ley para ejercer la actividad 
sancionatoría. 

Mientras la sanción no se halle en firme lo que existe es el trámite del proceso 
sancionatorio. 

Debe producirse el trámite completo para la ejecutoria de la decisión que 
comprende la notificación del acto que pone fin a la actuación administrativa y 
las decisiones ulteriores para que el acto quede en firme. (...)". 

En el mismo sentido se ha pronunciado la Sala de Consulta y Servicio del Consejo de Estado al indicar 
que: 

"(...) De acuerdo con lo previsto en el artículo 38 del Código Contencioso 
Administrativo, dentro de los tres (3) años siguientes a la comisión de la 
infracción, previstos por el legislador como termino de caducidad de la facultad 
sancionatoria, la administración deberá, proferir, notificar y agotar la vía 
gubernativa, del acto administrativo que impone una sanción. En consecuencia, 
si el término previsto en el citado artículo ha transcurrido sin que se haya dictado 
y ejecutoriado el acto que le ponga fin a la actuación administrativa 
correspondiente, la administración habrá perdido competencia para pronunciarse 
al respecto (...)". 

En armonio con los anteriores el artículo 52 de la Ley 1437 de 2.011 establece, norma que se 
encuentra en vigencia: 

"Salvo lo dispuesto en leyes especiales, la facultad que tienen las autoridades para 
imponer sanciones caducas a los tres (3) años de ocurrido el hecho, la conducta u 
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omisión que pudiere ocasionarlas, término dentro del cual el acto administrativo que 
impone la sanción debe haber sido expedido y notificado 	" 

El Despacho conforme a lo anterior encuentra que los hechos en el caso en particular que originaron la 
presentación de la querella pasaron hace más de tres (3) años, en el mes de marzo de 2017, de 
conformidad a los anexos que reposar dentro del expediente, y de los antecedentes descritos de manera 
inicial, e igualmente no fue resuelta en los términos del artículo 52 de la Ley 1437 de 2.011. Se declara la 
pérdida de competencia o facultad sancionatoria del Estado al investigado por haber operado el fenómeno 
de la caducidad, con el consecuente archivo de la actuación administrativa y del expediente que la 
contiene. 

Por último, cabe advertir que la declaratoria de caducidad no equivale a la inexistencia y/o existencia de 
violación por parte de la entidad A.R.L COLMENA, de las normas descritas en el auto de trámite de fecha 
15 de julio de 2016; sino que aquella (la declaratoria de caducidad) obedece a la imposibilidad para el 
Ministerio de sancionarla por haberse cumplido el término de los tres años de ocurrido los hechos 
susceptibles de sanción. No obstante, lo anterior el despacho se permite aclarar que de conocer el 
Ministerio de Trabajo de alguna reincidencia en algunos de los hechos relacionados en la querella podrá 
iniciar de oficio la investigación administrativa. 

En mérito de lo expuesto, este Despacho, 
RESUELVE 

ARTÍCULO PRIMERO: DECLARAR la caducidad dentro de la diligencia administrativa laboral presentada 
en contra de las empresas ARL COLMENA, identificada con el NIT 800.226.175 — 3, ubicada en la Carrera 
58 No 75 — 12, piso 2, conforme a lo expuesto en la parte motiva del presente proveído. 

ARTÍCULO SEGUNDO: Ordenar el ARCHIVO de la solicitud presentada en contra de la empresa ARL 
COLMENA, identificada con el NIT 800.226.175 — 3, ubicada en la Carrera 58 No 75 — 12, piso 2, y del 
expediente que la contiene. 

ARTÍCULO TERCERO: NOTIFICAR esta decisión: 

- ARL COLMENA, identificada con el NIT 800.226.175 — 3, ubicada en la Carrera 58 No 75 — 12, 
piso 2, 

- ORLANDO LOPEZ CISNEROS, ubicada en la Carrera 32 No 61 — 07, Barrio Recreo Barranquilla 
— Atlántico. 

ARTÍCULO CUARTO: Conforme con la Ley 1437 de 2011 Artículos 65 y siguientes, advirtiéndoles que 
contra la presente son procedentes los recursos de reposición ante esta despacho y en subsidio de 
apelación ante la Dirección General de Riesgos Laborales del Ministerio del Trabajo, interpuestos 
debidamente fundado por escrito en la diligencia de notificación personal, o dentro de los diez (10) días 
siguientes a ella, o la notificación por aviso, o al vencimiento del término de publicación, según el caso, en 
los términos del 76 Ley 1437 del 2011. 

NOTIFIQUESE Y C MPLASE 

Proyecto: Emily J. 

Reviso y Aprobó: J. Hoyos 

	

JOSE W 	OS FRANCO 

	

Direc 	torial Atlántico 
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